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INTRODUCCIÓN 

Los sucesos de 2005 en París nos sirvieron 
de aprendizaje para el diseño de políticas 
sociales en contextos donde la diferencia es 

casi sinónimo de exclusión y/o “inclusión diferen-
ciada”. En este sentido, el acceso al empleo, la 
sanidad pública, la vivienda digna o a la educa-
ción son imprescindibles para evitar la exclusión 
social, pero por si mismos no construyen ciuda-
danía. Estos elementos, en efecto, permiten la 
subsistencia de cualquier ser humano en los mu-
nicipios, pero por sí mismos, sin que se den los 
requisitos necesarios no garantizan ni integración, 
inclusión ni convivencia. (Morales, J. M. y Pérez, 
E.; 2017) De manera contraria, un trabajo preca-
rio puede generar relaciones de competencia con-
flictiva, el acceso a la escolarización no garantiza 
el éxito escolar, la disponibilidad de vivienda no 
exime de guetos, etc. Además, la inclusión puede 
llegar a ser excluyente si los tratos en los ámbitos 
antes mencionados se dan se forma diferenciada 
(Mezzadra y Neilson, 2012) por motivos de géne-
ro, raza, etnia, orientación sexual, entre otras.

La garantía de acceso a los sistemas de aten-
ción social, educativo, sanitario o de empleo en sí 
misma, no refuerza la igualdad de oportunidades. 
Las políticas y los sistemas inclusivos tienen que, 
partiendo del acceso universal, proseguir con el 
seguimiento en los niveles de atención en los dis-
tintos sistemas y buscar el éxito y la igualdad en 
el recorrido por el sistema, llegando si fuese ne-
cesario a las acciones positivas que fomenten y 
consoliden la inclusión. 

Por ejemplo, una política sobre familia tiene que 
establecer como objetivo garantizar la igualdad de 
oportunidades y con ello provocará en su desa-
rrollo que los chicos y chicas de familias desfa-
vorecidas reciban y refuercen el acceso a otros 
sistemas que procurarán su inserción en mejores 
condiciones (a título de ejemplo, en el conjunto de 
la OCDE una persona adulta de cada tres (31%) 
ha seguido sólo enseñanza primaria o un primer 
ciclo de la secundaria) (Instituto Nacional de Eva-
luación Educativa, 2014), algo que demuestra el 
fracaso de parte de estas políticas de inclusión 
educativa. 

Necesitamos, por tanto, un nivel superior de políti-
cas públicas en el contexto municipal que consis-
ta no solo en ofrecer los factores o servicios bá-
sicos sino en ofrecerlos de manera que permitan 
a cada persona que vive en el territorio -con in-
dependencia de su pasaporte, rasgos fenotípicos, 
lengua, religión, genero, orientación sexual, edad 
u origen- ser y sentirse parte activa y fundamental 
de la vida local. 

Retomamos, así, la propuesta de la Red Cana-
diense de Desarrollo Económico Comunitario 
que gira en torno al trabajo para la elaboración 
de planes de desarrollo comunitario, entendidos 
como iniciativas concebidas y emprendidas por 
personas en una localidad o un barrio (un terri-
torio definido por relaciones de convivencia en 
vecindad), con el objetivo de crear nuevas opor-
tunidades económicas y mejorar las condiciones 
sociales, económicas y del medio ambiente de 
sus comunidades. 
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Todo ello mediante un proceso in-
clusivo y democrático y según cri-
terios de sostenibilidad. Este plan 
debe trabajar el desarrollo comu-
nitario a partir de activos comuni-
tarios, basándose en las capacida-
des y recursos de la comunidad, 
no en propuestas que vienen des-
de fuera, movilizando su capital 
social y haciendo hincapié en los 
puntos fuertes, no en las debilida-
des de la comunidad. (Moreno, J.; 
2017). Consideramos que para ello 
necesita perseguir objetivos como:

èè Involucrar a todos los sectores 
y recursos de la comunidad: 
aportando el acceso a la capa-
citación pertinente para ello y 
buscando el liderazgo comuni-
tario y la cooperación. 

èè Consolidar los activos que ya 
posee la comunidad (talento 
colectivo y personal, costum-
bres tradicionales, diversidad 
cultural, redes de transmisión 
de conocimientos, creatividad 
y espíritu emprendedor…)

èè Incrementar las iniciativas co-
lectivas para el beneficio de la 
comunidad: activos sociales 
(alojamiento, guarderías, etc.), 
empresas sociales incluyendo 
las cooperativas, fondos para la 
inversión comunitaria (capital), 
capacitación y empoderamiento 
comunitario, planificación social 

y económica integrada, inver-
sión en capital humano, social, 
cultural, de transformación, na-
tural de la comunidad y finan-
ciero.

èè Integrar el desarrollo económi-
co y social: apoyando iniciati-
vas combinadas que busquen 
dar respuesta a las problemá-
ticas sociales y económicas 
interrelacionadas de las comu-
nidades.

èè Aportar innovación y desarro-
llo empresarial: promoviendo 
centros para empresas de eco-
nomía social gestionados con-
juntamente por el municipio, 
organizaciones económicas y 
sociales y actores comunitarios. 
(Moreno, J.; 2017).

Así, en base a los objetivos antes 
mencionados, la realidad de cada 
territorio y las relaciones de convi-
vencia en vecindad serán los que 
marquen las líneas del trabajo a 
partir de la experiencia y de los 
recursos existentes en la vida de 
la comunidad, (Moreno, J.; 2017); 
que, siguiendo las líneas estra-
tégicas recogidas en este docu-
mento, permitirán un compromiso 
con la convivencia, la inclusión, 
la integración y la interculturali-
dad. Principios clave que deberán 
estar presentes en cualquier plan 
de acción local derivado de este 

compromiso, cuyo objetivo sea la 
convivencia y la integración en la 
diversidad cultural, y que deberá 
contener, estructuralmente, los si-
guientes apartados:

1.	 Introducción (plan derivado del 
compromiso adquirido en este 
documento, coherente con las 
necesidades locales concretas, 
complementario a las actuacio-
nes realizadas, coordinado téc-
nica, política y económicamente 
y con previsión de estabilidad 
en el tiempo)

2.	 Contexto local:
a.	Caracterización de 

la comunidad.
b.	Información clave. 
c.	Diagnóstico (situación de par-

tida a transformar).
3.	 Principios (contenidos en el pre-

sente documento directriz en re-
lación con la naturaleza del plan).

4.	 Metas y Objetivos (en relación 
con los principios del plan).

5.	 Líneas estratégicas de actuación 
(para conseguir los objetivos).

6.	 Acciones/Medidas 
(oportunas e independientes 
de signos políticos).

7.	 Seguimiento y evaluación.
8.	 Gobernanza del plan (res-

ponsable/s y coordinación).
9.	 Presupuesto.
10.	Calendarización.
11.	Evaluación.
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PRESENTACIÓN 

El presente “documento estratégico” 
es resultado del trabajo conjunto 
realizado en el curso de formación: 

“INCLUSION SOCIAL DEL COLECTIVO 
INMIGRANTE: DERECHOS HUMANOS 
Y SERVICIOS PÚBLICOS LOCALES”, de-
sarrollado en el marco del proyecto euro-
peo AMITIÉ CODE cuyo enfoque se centra 
en la defensa de los Derechos Humanos 
de manera general, así como de manera 
específica en la defensa del derecho a la 
no discriminación, a fin de: 

èè fomentar una mejora en las políticas 
locales en materia migratoria, coope-
ración y derechos humanos,

èè aumentar el nivel de coordinación, el 
conocimiento mutuo y la coherencia 
entre las políticas y las iniciativas de 
las autoridades locales, e

èè implicar activamente a las comunida-
des migrantes y la diáspora en políti-
cas de inclusión.

Destacamos, asimismo, entre los princi-
pios fundamentales recogidos en las lí-
neas directrices de AMITIE CODE, y siem-
pre en consonancia con el presente docu-
mento, los principios de responsabilidad 
individual, colectiva e institucional, la im-
portancia del proceso de reconocimiento y 
participación de las comunidades, la diver-
sidad como valor esencial, y el respeto a 
las diferentes ideas y formas de expresión, 
que consideramos principios esenciales 
para la inclusión en igualdad.

El trabajo desarrollado y que ahora se 
presenta comenzó en la última sesión pre-
sencial del curso en el que se hizo una 
introducción tanto teórica como metodoló-
gica en torno a los interrogantes sobre la 
planificación, elaboración, organización y 
ejecución de los Planes de acción local en 
materia migratoria y comunitaria. 

Ante la diversidad del alumnado (agen-
tes locales, representantes técnicos de 
administraciones, responsables políticos, 
expertos/as en migraciones, técnicos de 
asociaciones, etc.) y la diversidad de con-
textos locales de trabajo (tamaños dife-
renciados, rural/urbano, interior/exterior, 
presencia y/o concentración de población 
extranjera, trayectorias comunitarias y ex-
periencias previas de intervención, etc.), 
se decidió trabajar en un marco genérico 
presentado anteriormente en el índice en 
el apartado anterior, y desarrollar un do-
cumento político que incidiera en la natu-
raleza, principios y objetivos que cualquier 
plan de acción local debiera contener, asi-
mismo en consonancia con los valores y 
compromisos del proyecto AMITIE CODE, 
y a partir de ahí, desarrollar de manera in-
dividual ese plan adaptado al contexto y 
realidad de cada uno de las localidades.

De esta forma, la labor realizada, que ha 
continuado de manera online en la fase de 
reflexión y búsqueda de planes municipa-
les de convivencia y ciudadanía en los que 
sustanciar en tanto buenas prácticas (con-
clusión a la que se ha llegado en grupo 
para generar un documento que realmente 
sea de inclusión real y no de atención ex-
clusiva al colectivo inmigrante extranjero); 
y de debate y aportaciones en una última 
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reunión presencial, ha confirmado la nece-
sidad de elaborar un “documento marco”, 
más allá de la propuesta concreta de pla-
nes específicos, con un índice claro y una 
estructura en apartados de obligado cum-
plimiento, que sirva de orientación para 
la elaboración de planes de acción local 
a desarrollar en cada contexto concreto. 
Así, presentamos las líneas estratégicas 
que son necesariamente extrapolables 
en principios y orientaciones y, flexible a 
la adaptación contextual de los objetivos a 
conseguir en cada uno de los escenarios 
en los que se pretenda desarrollar un plan 
de acción en función de las necesidades 
municipales que, como ya hemos comen-
tado, no siempre coinciden. 

 En cualquier caso, tres son las cuestio-
nes fundamentales que presiden esta pro-
puesta a partir de la cuales las autorida-
des locales se comprometen a hacer valer 
los principios propuestos que derivan del 
marco de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y, en concreto, del de-
recho a la no discriminación:

1.	 El marco de actuación es el local/mu-
nicipal porque es el escenario de in-
teractuación en el que se desarrollan 
las relaciones sociales y de encuentro 
entre personas con diversidad de na-
cionalidades, procedencias, lenguas, 
culturas, necesidades y casuísticas. 

2.	 Los principios, basados en la conviven-
cia, inclusión y cohesión, afectan a to-
das las áreas de intervención local y a 
toda la población residente, ya sea de 

manera temporal o permanente, en la 
localidad. Por ello, reclamamos la in-
corporación transversal de las cuestio-
nes relativas a la integración de la po-
blación inmigrada a todas las políticas 
públicas relevantes. 

3.	 El marco de actuaciones que se pro-
muevan como Plan Local se han de 
promover nuevos procesos de coope-
ración y de partenariado entre Adminis-
traciones Públicas y la sociedad civil or-
ganizada en actuaciones orientadas a 
favorecer una sociedad más inclusiva.

Las entidades, administraciones, asocia-
ciones, empresas, organismos y personas 
que firmamos este documento adquirimos 
un compromiso con los presentes princi-
pios, valores y líneas directrices; apoyare-
mos y velaremos por su cumplimiento -a 
través de los planes de acción que puedan 
surgir en relación a la actuación municipal 
y comunitaria en materia migratoria, di-
versidad cultural, intervención social, edu-
cativa, sanitaria, etc.- en el marco de los 
derechos humanos, de la ciudadanía y del 
desarrollo comunitario intercultural.

El presente documento cuenta con la si-
guiente estructura: la importancia del mar-
co local; reseña del marco normativo; prin-
cipios de actuación; y objetivos y metas. 
Tal como comentamos antes, todos ellos 
han sido desarrollados de forma genérica 
para que sirva de base y referente a las 
entidades locales a la hora de extrapolar-
los a los Planes locales en sus respectivos 
contextos.p
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LA IMPORTANCIA 
DEL MARCO LOCAL

Hasta la fecha el ámbito local ocupa 
un lugar de poca importancia en las 
líneas políticas internacionales, eu-

ropeas y españolas, cuando es evidente 
que quien realmente gestiona los resul-
tados de la movilidad internacional es el 
municipio, el contexto local. El municipio 
se constituye en escenario primario de las 
relaciones sociales. De la misma manera, 
este compromiso de acción desde lo local 
permite dar continuidad y estabilidad a los 
principios de convivencia e inclusión, más 
allá de los cambios poblacionales y de los 
signos políticos que guían la gestión local 
de las políticas públicas. 

Así en la línea de la importancia de lo local 
y, el fomento de principios de convivencia 
e inclusión, consideramos que la convi-
vencia en la diversidad es a la vez meta y 
estrategia, objetivo y proceso, por lo que 
no debería aparecer ligada a una única le-
gislatura ni signo político ni a unas únicas 
municipalidades, sino que debe ser enten-
dida en proyecto, en continuidad, en red y 
en conexión (agentes y actores sociales, 
políticos, sociales, económicos y académi-
cos); todo ello en un contexto de cada vez 
mayor internacionalización y globalización. 

Debemos destacar, por tanto, el rol clave 
de las ciudades y otras autoridades regio-
nales como primeros actores a la hora de 
responder a las situaciones planteadas por 
la migración y la movilidad. Tenemos algu-
nos ejemplos actuales que, a nivel interna-
cional, así lo destacan, valga como ejemplo 
la “Declaración de Quito sobre ciudades y 
asentamientos humanos sostenibles para 
todos”, (Nueva Agenda Urbana), que a tra-
vés de su compromiso número 28, hace 
un llamamiento a los gobiernos locales a 
actuar y establecer los marcos necesarios 
que permitan la inclusión y el respeto a 
los Derechos Humanos de los migrantes. 
De esta forma, la Nueva Agenda Urbana, 
contribuye a ampliar la dimensión de aná-
lisis de estos fenómenos y reconoce que 
el cambio puede (y el municipio así debe 
intentarlo) provenir del ámbito local. Así 
mismo, determina el Derecho a la Ciudad 

Gestión de agua. Mauritania
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como  “el  derecho de todos los y las ha-
bitantes, del presente y del futuro a usar, 
ocupar y producir ciudades justas, inclusi-
vas y sostenibles, definidas como bienes 
comunes esenciales para una vida plena 
y decente”. La Nueva Agenda Urbana se 
aprobó en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo 
Urbano Sostenible (Hábitat III) celebrada 
en Quito, Ecuador, el 20 de octubre de 
2016. La Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas refrendó la Nueva Agenda Ur-
bana en su sexagésimo octava sesión ple-
naria de su septuagésimo primer período 
de sesiones, el 23 de diciembre de 2016.

Por su parte, Ciudades y Gobiernos Loca-
les Unidos (CGLU) considera el Derecho 
a la ciudad como uno de los mayores re-
tos y oportunidades para la justicia social 
y la sostenibilidad en el Siglo XXI.  Nacido 
a partir de las aspiraciones a una vida dig-
na en los asentamientos urbanos, y de la 
capacidad de la gente de conocer, abordar 
y resolver conjuntamente los problemas 
que surgen sobre el territorio y de la volun-
tad humana de justicia en los asentamien-
tos urbanos, se desarrolla a través de re-
glamentaciones y de políticas públicas de 
gobiernos locales.

Asimismo, la contribución positiva de la 
migración y la movilidad humana es ahora 
destacado en las Metas para el Desarro-
llo Sostenible y el rol de las ciudades será 
particularmente importante para asegurar 
exitosamente el cumplimiento del Objetivo 
de Desarrollo Sostenible Número 11 so-
bre ciudades y comunidades sostenibles: 
“Conseguir que las ciudades y los asen-
tamientos humanos sean inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles”

En acorde con el marco transversal de 
este documento, la efectividad de la impor-
tancia del ámbito local antes mencionado 
tan solo será posible con la consideración, 
entre otros, del ámbito normativo. Por ello 
a continuación trataremos de reseñar al-
gunas cuestiones clave y relevantes del 
ámbito normativo vinculado a lo local y la 
cuestión migratoria.

i
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RESEÑA DEL MARCO 
NORMATIVO

A nte todo pretendemos reconocer que el ám-
bito normativo internacional es relevante 
para el cumplimiento de objetivos y, la ade-

cuación de los principios que venimos exponiendo a 
lo largo de este documento. De hecho, consideramos 
al ámbito internacional como recurso al que recurrir, 
en base al control de convencionalidad y constitucio-
nalidad, a fin de hacer cumplir los principios básicos 
y mínimos por parte de los Estados. Sin embargo, no 
contemplamos la reseña del ámbito internacional en 
este documento porque consideramos que el ámbito 
local depende sobremanera de los compromisos que 
el Estado (en este caso, el Estado español) corres-
pondiente asuma, firme y ratifique. 

En la línea antes mencionada, consideramos que 
constituye por tanto un desafío la estructura de com-
petencias actuales en materia de extranjería e inmi-
gración, es decir, entre los ámbitos nacional, autonó-
mico y local. 

Es de conocimiento común que el Estado español, 
desde el gobierno central, ostenta la competencia ex-
clusiva, entre otras, en los ámbitos relacionados con 
la nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y 
derecho de asilo (art. 149.1. 2º CE). Ello sin prejuicio 
de lo establecido en el art. 148 CE en el que reco-
noce determinadas competencias a las Comunidades 
Autónomas. La competencia exclusiva del Estado an-
tes mencionada es ratificada en el art. 2 bis.1 y en 
el art. 68.2 de la Ley Orgánica 4/2000 de extranjería. 
En este último se establece que las Comunidades Au-
tónomas que asuman en sus respectivos Estatutos 
Autonómicos las competencias en materia migratoria 
deberán hacerlo “…en necesaria coordinación con las 
competencias estatales en materia de extranjería, in-
migración y autorización de residencia”. 

En el sentido expresado y relativo a las competencias 
de las Comunidades Autónomas, la andaluza en su re-
forma en el año 2007 incluyó sendas cuestiones rela-
cionadas con migración extranjería. Así, en el art. 9 se 
garantiza el goce a todas las personas de derechos, al 
menos, reconocidos en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, en los Pactos de Derechos Civiles 
y Políticos, así como en el de los Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, así como aquellas Conven-
ciones ratificadas por España. El art. 12 a su vez hace 
referencia a que los destinatarios de políticas públicas 
en Andalucía son aquellos con vecindad administrativa 
en Andalucía; el art. 31.1.9º reconoce como uno de los 
principios rectores de sus políticas públicas y garantía 
de los derechos, la integración laboral, económica, so-
cial y cultural de los inmigrantes. El 42 de los Estatutos 
autonómicos establece, entre otras, las competencias 
legislativas y ejecutivas siempre respetando las limita-
ciones y prerrogativas prestablecidas por la Constitu-
ción. Por último y, de forma más concreta y, siempre 
respetando el marco del art. 149.1. 2º CE, el art. 62 es-
tablece las competencias exclusivas de la Comunidad 
Autónoma andaluza en materia migratoria siendo: polí-
ticas de integración y participación social, económica y 
cultural de los inmigrantes; y competencia ejecutiva en 
materia de autorizaciones de trabajo de los extranjeros 
cuya relación laboral se desarrolle en Andalucía.

Ya a nivel más local, la Ley 7/1985, de 2 de abril, re-
guladora de las Bases del régimen local reconoce y 
establece las competencias municipales y, derechos 
y deberes del vecindario que creemos se ha tener en 
cuenta en materia migratoria. En este sentido la Ley 9/ 
2016, de servicios sociales de Andalucía, reforma de 
la anterior Ley de servicios sociales atesora un com-
promiso con el ámbito de la gestión de la diversidad en 
Andalucía. 

Encuentro Binacional de productores. Haití
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Teniendo en cuenta el ámbito normativo 
antes mencionado consideramos que es 
necesario superar ciertas aristas y obstá-
culos y, con ello plantear ciertos desafíos 
para una buena gestión local de la inmi-
gración y de la diversidad. Entre ellos se 
encuentran, entre otros, la reforma del art. 
5 de nuestro Estatuto de Autonomía, que 
reconoce como andaluz tan solo a los ve-
cinos españoles residentes en Andalucía; 
igualmente creemos que se requieren ac-
ciones reales de legislación y ejecución a 
nivel local que no se restrinjan a los Infor-
mes de esfuerzo de integración y/o infor-
mes para el arraigo social; acciones auto-
nómicas que no se restrinjan a acciones 
ejecutivas en base a las legislativas del 
gobierno central y, por último y, en este 
caso en relación al compromiso del Estado 
español con la comunidad internacional, 
la necesidad de firma y ratificación de la 
Convención de Naciones Unidas sobre los 
derechos de los trabajadores migrantes y 
sus familiares a fin de ampliar la acción de 
los gobiernos locales en relación a la par-
ticipación migrante en la vida política, eco-
nómica, cultural y social de los contextos 
donde viven y conviven. 

Ésta última consideramos que ampliaría 
la acción de participación migrante y de la 
diversidad más allá de contextos restringi-
dos a los/las migrantes (ej.: Consejos au-
tonómicos y municipales) y, se daría en el 
marco de la acción integral del contexto en 
el que viven y conviven. Tal era el caso del 
Consiglio dei Cittadini Stranieri en Bolonia 
(Italia), hoy inactivo.

El aspecto genérico del presente docu-
mento se orienta particularmente de deter-
minados principios de actuación y objeti-
vos y metas que sean clave en las concre-
ciones locales de planes de gestión de la 
diversidad. Así trataremos de exponerlas 
en las siguientes líneas.

r
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PRINCIPIOS DE 
ACTUACIÓN

èè Integralidad: siempre se actuará teniendo en 
cuenta la realidad de una manera holística, 
integral, completa y relacional, desde la im-
plicación consensuada y transversal de todas 
las áreas políticas y sociales para poder dar 
respuestas totales en contextos locales, de 
manera coordinada y corresponsable.

èè Interculturalidad: se trabajará en y por la co-
munidad gestionando la diversidad cultural y 
de relaciones, entendiendo por cultura la ma-
nera en que los grupos humanos organizan 
la diversidad, la heterogeneidad intra grupal, 
propia de toda sociedad humana. Se luchará 
contra los estereotipos y se evitarán reduc-
cionismos y asociaciones directas e incorrec-
tas de: nacionalidad-origen-rasgos fenotípi-
cos-cultura-religión. 

èè Integración: Se pondrán en valor las interre-
laciones sociales entre los individuos desde 
la igualdad de oportunidades y desde unas 
medidas y servicios normalizados e inclusivos 
que deberán responder a la multiplicidad de 
necesidades de la población, que es diversa. 

èè Facilitación: Desde el cumplimiento de la 
normativa y en el marco de la legalidad y de 
las competencias locales, siempre se primará 
la interpretación más positiva y se adoptarán 
las medidas que resulten más beneficiosas 
para la persona en cada una de las áreas de 
intervención (seguridad, atención sanitaria, 
atención social –informes de arraigo-, partici-
pación, etc.)

èè Participación: Se diversificarán las formas 
de información, comunicación y participación 
para dar cabida a todas las versiones de cómo 
proceder y a las distintas maneras de formar 
parte de las decisiones que afectan a las 
personas que viven en el municipio asumiendo 
y poniendo en valor las capacidades y 
potencialidades de profesionales, entidades y 
ciudadanos/as. 

èè Cooperación y partenariado: conceptos que 
describen procesos de aproximación de la 
gestión de los servicios públicos a la sociedad, 
con fórmulas basadas en la participación y la 
transparencia. Desde la proximidad, desde lo 
local, dando más valor y fuerza a las iniciati-
vas de los barrios, de la ciudades y, de y en 
los pueblos. 

èè Formación: Se hará una apuesta por la ca-
pacitación y formación de la función pública 
de los distintos entes locales, tanto de cara a 
la adquisición de competencias intercultura-
les, como en relación a la formación general 
y especializada para cargos electos y perso-
nal técnico cuyo desempeño guarde especial 
relación con el ámbito de las migraciones de 
cara a lograr responder de manera más efec-
tiva a una realidad de creciente diversidad. 
Para ellos se generarán acciones formativas 
y espacios de diálogo entre diferentes niveles 
de gobierno favoreciendo los intercambios y 
encuentros entre municipios que permitan de-
sarrollar experiencias y oportunidades conjun-
tas a nivel comarcal, provincial y autonómico.

èè Visibilidad de las diferencias: ello consiste 
en hacer visible las diferencias de raza, sexo, 
etnia, género, orientación sexual…existentes 
en el municipio tanto en los entes públicos 
como privados. Más concretamente ello po-
drá consistir en incluir cuotas de participación 
e inclusión de minorías en empleos públicos, 
mixtos o privados, así como la lucha contra la 
marginalización, la exclusión y las dificultades 
en la movilidad de los/las excluidas/os.
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OBJETIVOS 
Y METAS

L as necesidades, por ser cam-
biantes y no siempre coin-
cidentes en función de los 

colectivos, de los territorios o de los 
momentos, deberán ser evaluadas 
de manera continua para permitir la 
adaptación de las respuestas en la 
planificación de las medidas de las 
políticas públicas y de la gestión mu-
nicipal para su correcta cobertura. 
Así, cualquier plan de acción local 
deberá responder a las necesidades 
detectadas en el análisis de la reali-
dad, trabajando desde la municipali-
dad de manera integral las políticas 
parciales y los siguientes objetivos: 

èè Conocer la realidad de la vulnera-
bilidad económica de las minorías 
presentes en municipio en base a 
criterios étnicos, de género, se-
xuales, de orientación sexual, en-
tre otras, y actuar desde el marco 
de las acciones propositivas, del 
debate y de los acuerdos acerca 
del establecimiento de acciones 
positivas que fuese necesario in-
corporar desde el gobierno local. 

èè Coordinar políticas, medidas, ac-
tuaciones y presupuestos de pla-
nes locales entre sí y con otros 
planes regionales y nacionales. 
Establecer mecanismos de finan-
ciación coordinada que permitirán 
la racionalidad de los recursos y 
la estabilidad de las propuestas.

èè Intervenir desde la normalización 
de manera integral y relacional 
en las diferentes áreas y con los 
diferentes colectivos potenciando 
la participación y la interrelación 
de personas diversas en origen, 
edad, nacionalidad, género, len-
gua, etc. en espacios de dere-
chos e intereses comunes como 
pueden ser: el empleo (inclusión 
de cláusulas sociales en los pro-
cesos de contratación), la edu-
cación (comunidades de apren-
dizaje, consejos municipales de 
educación…), la formación (pro-
fesional, en interculturalidad…), 
la vivienda (fomento del alquiler, 
prevención de concentraciones 
poblacionales, chabolismo y gue-
tos…), la seguridad (información 
y asistencia jurídica, ética y deon-
tología profesional, interpretacio-
nes facilitadoras…), el desarrollo 
económico sostenible, la salud, el 
consumo, los servicios sociales 
(informados, accesibles, cohe-
rentes con las necesidades del 
municipio, y normalizados…),  y 
cualquiera otros derechos, espa-
cios y/o colectivos (mujer, juven-
tud) que respondan a las necesi-
dades de la realidad local.

Reiteramos, pues, que los cuatro 
puntos desarrollados en este docu-
mento genérico siempre serán efec-
tivos desde un análisis adecuado del 
contexto en el que se plantee aplicar-
los, el análisis de políticas locales ya 
existentes dirigidas a la gestión de 
la diversidad en el contexto, el dise-
ño de metodologías eficaces en su 
proceso de elaboración, ejecución y 
evaluación, los recursos destinados a 
la aplicación de los mismos y, el de-
sarrollo y seguimiento que se le dé.
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